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PROYECTO LEY

PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE 

TUTELA DERECHOS FUNDAMENTALES 1

I. MENSAJE

“Procedimiento de tutela de derechos fundamentales

En la actualidad existe un procedimiento, en sede laboral, que tiene por objeto brindar

tutela al derecho a la libertad sindical, contemplado en los artículos 292 y siguientes (Prácticas

Desleales o Antisindicales) y 387 y siguientes (Prácticas Desleales en la Negociación Colectiva)

del Código del Trabajo.

En el proyecto, esta normativa es mantenida en sus aspectos esenciales, sustituyéndose

el procedimiento de protección aplicable por el nuevo procedimiento contemplado en el párrafo

6º, el cual contempla un sistema omnicomprensivo de tutela de los diversos derechos

fundamentales que pueden ser ejercidos en el ámbito de las relaciones laborales. Se trata en

consecuencia, de un modelo que recoge, en sus definiciones fundamentales, la actual regulación

legal que fuera largamente discutida y sancionada por el Congreso en la última reforma laboral,

siendo el procedimiento especial que se contiene en este proyecto un perfeccionamiento y

ampliación del marco de tutela a otros derechos fundamentales. 

Resulta digno de destacar en el proyecto la clarificación de dos aspectos que han sido

controversiales en la aplicación por parte de los tribunales del actual artículo 294 bis (despido

antisindical). El primero, dice relación con el procedimiento a utilizar, estableciendo claramente

que es el contemplado en el párrafo 6º y no el ordinario laboral; y el segundo, es el relativo al

tratamiento de pretensiones con objeto diverso, a saber, la que busca protección de un derecho

fundamental y aquella que se refiere a la discusión del despido propiamente tal, habida

consideración de que el objeto de este procedimiento especial queda limitado a la tutela de

derechos fundamentales, por lo que se dispone que, en el caso de aquellas acciones que

corresponda tramitar de acuerdo a procedimientos distintos, y si una dependiere de la otra, no

correrá el plazo para ejercer aquella  hasta ejecutoriado que sea el fallo de ésta. En

consecuencia, el plazo para solicitar la calificación del despido como injustificado, indebido o

improcedente a que se refiere el artículo 168, solo comenzará a correr luego de quedar

ejecutoriada la sentencia que desestime la denuncia por vulneración de derechos fundamentales. 

                                                
1 Este documento (Mensaje y articulado propuesto) está contenido en el proyecto de ley sobre reforma del
procedimiento laboral (juicio oral), que actualmente se discute en el Congreso Nacional.
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El procedimiento que se propone es sumarísimo: admitida la denuncia a tramitación, el

juez debe citar al denunciante, al denunciado y a los presuntos afectados, a una audiencia única

en plazos breves. La tramitación de estos procesos gozará de preferencia respecto de todas las

demás causas que se tramiten ante el mismo tribunal.

También se introduce una norma novedosa en nuestro ordenamiento jurídico,

absolutamente imprescindible a la hora de brindar protección en este tipo de figuras, en relación

con el onus probandi, que consiste en facilitar o alivianar la prueba al denunciante, cuando de

sus alegaciones se desprendan indicios en orden a que se ha producido la vulneración de

derechos fundamentales. En este caso, surge la obligación para el denunciado de justificar

suficientemente, en forma objetiva y razonable, las medidas adoptadas y su proporcionalidad.

Se produce entonces, una matización de la regla general sobre la carga de la prueba, ya que al

trabajador le basta con que de sus alegaciones se desprendan “indicios”, es decir, señales o

evidencias que den cuenta de un hecho oculto (violación de un derecho fundamental). Es de

destacar que en este evento no se exige al empleador la prueba de un hecho negativo (que no

violó el derecho fundamental), sino que pruebe que el acto o conducta empresarial obedeció a

una motivación legítima.

En el contenido de la sentencia condenatoria, el proyecto apunta a retrotraer la situación

al estado inmediatamente anterior de producirse la vulneración denunciada, siendo la nulidad el

efecto propio y natural para este tipo de ilícitos. Adicionalmente, la sentencia deberá indicar

concretamente las medidas tendientes a obtener la reparación de las consecuencias derivadas

de la vulneración constatada, incluyendo la posibilidad de que se imponga el pago de una

indemnización.

Por último, se dispone en el proyecto que la sentencia dictada en estos procesos será

susceptible de recurso de apelación laboral, el que se tramitará y resolverá por el tribunal de

segunda instancia con preferencia respecto de cualesquiera otros, despejando de paso la

discusión existente en relación con la apelabilidad de las sentencias en materia de prácticas

antisindicales.”

II. ARTICULADO PROPUESTO

“Párrafo 6º

Del procedimiento de tutela de derechos fundamentales

Artículo 502.-  Este procedimiento tendrá por objeto tutelar los derechos fundamentales de los

trabajadores en el ámbito de las relaciones laborales, cuando aquellos resulten lesionados por el

ejercicio de las facultades empresariales en conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del

artículo 5º.
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Artículo 503.-  Cualquier trabajador u organización sindical que, invocando un derecho o interés

legítimo, considere lesionados derechos fundamentales en el ámbito de las relaciones jurídicas

cuyo conocimiento corresponde a la jurisdicción laboral, podrá impetrar su tutela por la vía de

este procedimiento.

Cuando el trabajador afectado por una lesión de derechos fundamentales haya incoado una

acción conforme a las normas de este párrafo, la organización sindical a la cual se encuentre

afiliado, personalmente o a través de su organización, podrá hacerse parte en el juicio como

tercero coadyuvante. 

Sin perjuicio de lo anterior, la organización sindical a la cual se encuentre afiliado el trabajador

cuyos derechos fundamentales han sido vulnerados, podrá interponer denuncia, y actuará en tal

caso como parte principal.

La Inspección del Trabajo, a requerimiento del tribunal, deberá emitir un informe acerca de los

hechos denunciados. Podrá, asimismo, hacerse parte en el proceso.

Si actuando dentro del ámbito de sus atribuciones y sin perjuicio de sus facultades

fiscalizadoras, la Inspección del Trabajo toma conocimiento de una vulneración de derechos

fundamentales, deberá denunciar los hechos al tribunal competente y acompañar a dicha

denuncia el informe de fiscalización correspondiente. Los hechos constatados de que dé cuenta

el informe, constituirán presunción legal de veracidad, con arreglo al inciso final del artículo 23

del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Esta

denuncia  servirá de suficiente requerimiento para dar inicio a la tramitación de un proceso

conforme a las normas de este párrafo. La Inspección del Trabajo podrá hacerse parte en el

juicio que por esta causa se entable.

Artículo 504.-  Este procedimiento queda limitado a la tutela de derechos fundamentales. No

cabe, en consecuencia, su acumulación con acciones de otra naturaleza o con idéntica pretensión

basada en fundamentos diversos.

Artículo 505.-  La tramitación de estos procesos gozará de preferencia respecto de todas las

demás causas que se tramiten ante el mismo tribunal. 

Con igual preferencia se resolverán los recursos que se interpongan.

Artículo 506.-  Si la vulneración de derechos fundamentales se hubiere producido con ocasión

del despido, éste no producirá efecto alguno. La legitimación activa para recabar su tutela por la

vía del procedimiento regulado en este párrafo corresponderá exclusivamente al trabajador

afectado.

En este caso, la denuncia deberá interponerse dentro del plazo de sesenta días contados desde

la separación, el que se suspenderá en la forma a que se refiere el inciso final del artículo 168. 
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El trabajador podrá optar entre la reincorporación decretada por el tribunal, en cuyo caso el

empleador deberá pagar al trabajador las remuneraciones y demás prestaciones derivadas de la

relación laboral durante el período comprendido entre la fecha del despido y aquélla en que se

materialice la reincorporación, o la indemnización establecida en el artículo 163, con el

correspondiente recargo y, adicionalmente, a una indemnización que fijará el juez de la causa, la

que no podrá ser inferior a tres meses ni superior a once meses de la última remuneración

mensual.

En caso de optar por la indemnización a que se refiere el inciso anterior, ésta será fijada

incidentalmente por el tribunal que conozca de la causa.

El juez de la causa, en estos procesos, deberá requerir el informe de fiscalización a que se

refiere inciso cuarto del artículo 503.

Con todo, y sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente respecto del plazo para solicitar la

calificación del despido como injustificado, indebido o improcedente a que se refiere el artículo

168, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 448 y solo comenzará a correr

luego de quedar ejecutoriada la sentencia que desestime la denuncia por vulneración de

derechos fundamentales. 

Artículo 507.- La denuncia deberá contener, además de los requisitos generales que

establece el artículo 446, la enunciación clara y precisa de los hechos constitutivos de la

vulneración alegada.

El tribunal no admitirá a tramitación las denuncias que no cumplan con los requisitos

establecidos en este párrafo. 

La interposición de una denuncia de conformidad a las normas de este párrafo es sin perjuicio de

la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política de la República.

Artículo 508.-  Admitida la denuncia a tramitación, el juez citará al denunciante, al denunciado

y a los presuntamente afectados, a una audiencia única a fin de que expongan lo que estimen

conveniente acerca de los hechos sobre los cuales versa la denuncia, ordenándoles que

acompañen todos los antecedentes que crean necesarios para resolver, fijando para tal efecto,

dentro de los quince días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su

celebración, debiendo mediar entre la notificación de la denuncia y citación y la celebración de la

audiencia, a lo menos, cinco días. 

Artículo 509.- El juez, de oficio o a petición de parte, dispondrá, en la primera resolución que

dicte, la suspensión de los efectos del acto impugnado, cuando aparezca de los antecedentes

acompañados al proceso que se trata de lesiones de especial gravedad o cuando la vulneración

denunciada pueda causar daños irreparables, ello, bajo apercibimiento de multa de cien a ciento
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cincuenta unidades tributarias mensuales, la podrá repetirse hasta obtener el debido

cumplimiento de la medida decretada. Deberá también hacerlo en cualquier tiempo, desde que

cuente con dichos antecedentes. 

Contra estas resoluciones no procederá recurso alguno.

Artículo 510.- Cuando de las alegaciones de la parte denunciante se deduzca la existencia de

indicios de que se ha producido la vulneración de derechos fundamentales, corresponderá al

denunciado justificar suficientemente, en forma objetiva y razonable, las medidas adoptadas y

su proporcionalidad. 

Si la denuncia se refiere a una cuestión de discriminación en el acceso al trabajo, el tribunal

podrá recabar informe de los órganos públicos que estime pertinentes, a fin de conocer las

estadísticas concernientes a la población y a los demandantes de empleo del grupo al que

pertenece el denunciante, en el sector de actividad, lugar o zona geográfica de que se trate. 

Artículo 511.-Con el mérito del informe de fiscalización, de lo expuesto por los citados y de las

demás pruebas acompañadas al proceso, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o

dentro de quinto día. Se aplicará en estos casos, lo dispuesto en el artículo 472.

Artículo 512.-La sentencia deberá contener, en su parte resolutiva: 

1. La declaración de existencia o no de la lesión de derechos fundamentales denunciada. 

2. En caso afirmativo, la declaración de nulidad del acto, debiendo ordenar, de persistir el

comportamiento antijurídico a la fecha de dictación del fallo, su cese inmediato, bajo el

apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 509;

3. La indicación concreta de las medidas a que se encuentra obligado el infractor dirigidas a

obtener la reparación de las consecuencias derivadas de la vulneración de derechos

fundamentales, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 509,

incluidas las indemnizaciones que procedan; y

4. La aplicación de las multas a que hubiere lugar, de conformidad a las normas de este

Código.

En cualquier caso, el juez deberá velar para que la situación se retrotraiga al estado

inmediatamente anterior de producirse la vulneración denunciada y se abstendrá de autorizar

cualquier tipo de transacción que mantenga indemne la conducta lesiva de derechos

fundamentales.

Copia de esta sentencia deberá remitirse a la Dirección del Trabajo para su registro.

Artículo 513.-La sentencia dictada en estos procesos será susceptible de recurso de apelación

laboral, el que se tramitará y resolverá por el tribunal de segunda instancia con preferencia
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respecto de cualesquiera otro. El recurso deberá agregarse en la tabla del día subsiguiente al de

su ingreso en la secretaría del Tribunal.”
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